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GATO POR LIEBRE EDUCATIVO A UNA NIÑA EN JAÉN
La Consejería de Educación de la Junta de Andalucía en Jaén mantiene un diagnóstico de retraso intelectual a una niña de primaria en contra de seis informes cualificados (públicos y privados) que lo niegan, y le impone un tratamiento educativo contraproducente a pesar de la existencia de órdenes cautelares de la autoridad judicial para que se corrija.  
Prodeni (Málaga), 29 de julio 2013
Increíble pero cierto
A la asociación Prodeni acude en abril de este año, Eva María, madre de Paula, niña de de 13 años, alumna de 6º de primaria del colegio concertado “San Vicente de Paul”, de Jaén, buscando comprensión y apoyo porque a pesar de que ella y su marido han demandado judicialmente a la Consejería de Educación en contra de un dictamen de escolarización basado en un diagnóstico de la Orientadora Educativa del colegio (retraso intelectual moderado), del que discrepan otros seis informes que le diagnostican una Patogenia Afásica  por Trastorno Específico del Lenguaje, emitidos por:

· Doctor Parrilla Muñoz, del Servicio de Neuropediatría del Complejo Hospitalario de Jaén (2008)

· ADACEA (Asociación de Daño Cerebral Adquirido), 2009.

· Valoración de Discapacidades de la Consejería Para la Igualdad y Bienestar Social (2009).

· Mariano Machuca Aceituno, Logopeda del Equipo de Orientación Educativa (EOE) Jaén III, de la Consejería de Educación, de fecha 14 de marzo 2010. 

· HALEVO ( Habla Lenguaje Voz), de fecha 18 de abril de 2011.

· Informe Pericial Psicológico y Logopédico (MOTIVA), de fecha 17 de febrero de 2012.

y de la existencia de autos de medidas cautelares dictadas por la autoridad judicial ordenando a la Consejería que la alumna deje de ser tratada como una discapacitada intelectual moderada y se ciña al trastorno específico de lenguaje que padece (auto de 1 de septiembre 2011 del Juzgado nº 1 de lo Contencioso; auto de 23 de abril de 2012, por incumplimiento del anterior; sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 2 de julio de 2012, desestimando la apelación de la Junta de Andalucía contra el auto de 1 de septiembre 2011 con condena en costas; auto de prórroga de medidas, de 6 de noviembre de 2012), continua el colegio y la Consejería tratándola como no deben.  

Seis informes contra uno
Es difícil entender que existiendo seis informes (uno de ellos de un técnico del EOE), que afirman que la niña padece un Trastorno Específico de Lenguaje (TEL), descartando cualquier tipo de trastorno de retraso intelectual, siga prevaleciendo para la Consejería el diagnóstico del colegio, en clara desobediencia a las órdenes cautelares de la autoridad judicial que dispone se modifique el tratamiento a la menor.  

Señalemos también que está en marcha un procedimiento judicial abierto contra la Consejería por demanda interpuesta por los padres en desacuerdo con el diagnostico del dictamen de educación y por daños patrimoniales, estando la sentencia próxima a producirse.  

Se documenta que la niña ingresa en el colegio “San Vicente de Paul” con 3 años de edad y que a lo largo de los tres cursos de educación infantil muestra un notable retraso en su aprendizaje con problemas en el habla, despreocupándose las profesoras de hacerle un estudio por medio de la Orientadora Educativa o de pedir la intervención de la Consejería de Educación y Ciencia a través del Equipo de Orientación Educativa, desentendiéndose de la preocupación de los padres bajo la presunción de que ya mejoraría.  

En vistas de que no mejora, estando Paula en 2º de Primaria, los padres ponen el caso en conocimiento de la Delegación Provincial de la Consejería de Educación donde les aconsejan hacerle pruebas de autismo, derivándola la pediatra al Servicio de Neuropediatría del Complejo Hospitalario de Jaén, que diagnostica Patogenia Afásica por Trastorno Específico de Lenguaje (TEL), requiriendo tratamiento logopédico y psicopedagógico, para cuyo efecto la pediatra da traslado del informe al centro educativo.

Por su parte, un año después, la Orientadora Educativa del “San Vicente de Paul” certifica que lo que padece es una Discapacidad Intelectual Moderada (retraso mental), que luego el Equipo de Orientación (EOE) ratifica al basar el dictamen de escolarización en el criterio del colegio, sin llegar a explorarla directamente.  

Como quiera que Paula sigue igual y no recibe el tratamiento educativo adecuado a su TEL, y puesto que su madre discrepa del dictamen de escolarización, acude en junio de 2009 a la Asociación de Daño Cerebral Adquirido (ADACEA), donde un informe descarta el déficit intelectual moderado, detectando un TEL, en plena coincidencia con el Servicio de Neuropediatría. 

Y como la madre continuase insistiendo, la Consejería dispone en 2010 que el EOE estudie a la menor, encargándose de ello el técnico Mariano Machuca (hoy jubilado), doctor en Filosofía y Ciencias de la Educación y logopeda colegiado, dando por resultado que la alumna no padece déficit intelectual de ningún tipo, coincidiendo también su diagnóstico con el del Servicio de Neuropediatra y el de la asociación ADACEA.  

A su vez, desde 2009, disponen los padres de una resolución de valoración de discapacidades que emite la Consejería de Igualdad y Bienestar Social de la Junta de Andalucía por  un trastorno específico de lenguaje que junto a los informes que posteriormente emiten otras entidades, conformarán seis estudios coincidentes en que Paula padece un Trastorno Específico de Lenguaje cuya patología no le impide alcanzar los objetivos curriculares de su nivel de enseñanza con un tratamiento psicopedagógico y logopédico adecuados, porque no es una niña con característica alguna de retraso intelectual.  

La pregunta del millón
¿Por qué el informe del técnico del EOE no llegó a modificar el dictamen educativo de PAULA y la Administración siguió machaconamente sosteniendo que padece una deficiencia intelectual, contra el criterio de hasta seis informes que lo contradicen?

Digamos, primero, que las explicaciones de Eva María no fueron suficientes aunque el relato de su historia esté plagado de desencuentros con el colegio y con la Consejería de Educación, de quejas sobre que no se la informa, de ineptitud de la Inspección Educativa, de no haberle querido entregar el director del EOE el informe de Mariano Machuca y habérselo tenido que sacar con los “forceps” de amenazas de denuncia por vulnerar la legalidad… Así que, acudimos a Mariano Machuca, quien nos atiende de manera abierta y cordial, preguntándole qué ha pasado y cual es su opinión. 

Mariano Machuca, actualmente jubilado, tuvo en el EOE una dilatada actividad en el ejercicio de su profesión. Doctor en Filosofía y Ciencias de la Educación y logopeda colegiado, es un experto de reconocido prestigio que sigue en la brecha publicando trabajos, participando en programas de investigación, colaborando con asociaciones de forma gratuita (asesoramiento, elaboración de informes de niños que lo necesiten…) y que no deja de seguir formándose. 

Su trayectoria es la de un profesional honesto e incorruptible que responde en sus informes con criterios de absoluta objetividad y que, según sus propias palabras, “no se casa con nadie”, quedando su independencia reforzada al haber accedido al puesto por oposición en un departamento donde abundan las comisiones de servicio y los colocados a dedo. 

Lo primero que nos dice es que no conocía a la niña ni tampoco el caso, y que en su informe se centró en plasmar el estudio que se le había requerido, enfatizando dos cosas: que las pruebas determinaron con absoluta fiabilidad que no es una deficiente mental y que todos estos años sin estar recibiendo tratamiento educativo la están perjudicando seriamente, pues como él mismo especifica: 

“Si el sujeto con retardo afásico es tratado como deficiente mental puede pronosticarse que al cabo de pocos años sí será un deficiente mental, porque su propio trastorno obstaculiza su capacidad de aprendizaje escolar, y porque al no haber recibido oportunamente la ayuda adecuada, sus propias dificultades se consideran irreversibles” 

De hecho, los padres de Paula han sabido reaccionar y desde que disponen de diagnósticos fiables recurren a la asociación ADACEA y a una academia especializada que trabaja con ella en la línea adecuada, con resultados al parecer sorprendentes respecto al retraso enorme en el colegio.

Volviendo a Machuca, le preguntamos qué pasó entonces para que su informe no fuera aceptado por la dirección del EOE, a pesar del rigor y la calidad que nos consta después de haberlo leído atentamente: Nos responde que una vez concluido, el Jefe del Equipo le pidió que lo modificase. “¿Eso no son presiones?” le inquirimos. “Pueden entenderlo así”, responde, y concluye “pero me mantuve firme, no modifiqué ni una coma y el jefe cedió”, si bien luego le indicó que no lo entregase a la familia. Lo corrobora Eva María cuando expone que después de escuchar del técnico la lectura del informe al pedirle una copia este le dijese que eso era cosa del jefe porque no le estaba permitido dárselo. 

Por nuestra parte, apreciando que M. Machuca siempre ha sido un profesional de tomo y lomo, serio e incorruptible, eso de que, conociéndolo bien, su jefe le hubiera planteado tal cosa nos hace pensar que las autoridades educativas tenían un gran interés en dejar inmovilizado el diagnóstico de Paula en “retraso intelectual”, pudiendo ser habituales las presiones en otros casos en un departamento donde buena parte de los técnicos deben sus puestos a los de arriba (comisiones de servicio, a dedo…). 

Lo cierto es que, al final, el trabajo de M. Machuca fue considerado una simple opinión sin carácter vinculante, tal como lo declaró en sala judicial sin ningún empacho una inspectora de educación. 

A ese respecto se le ocurre pensar que puede que alguien se haya  comprometido en apoyo a la Orientadora Escolar y por eso se actuara de esa manera. Más sentido tiene, para nosotros, la hipótesis de que, como el primer dictamen sobre la menor fuese depositado en la base de datos del programa Séneca del sistema educativo andaluz, cambiarlo después sería como reconocer un propio error que la dirección del EOE y/o Inspección E. no estarían dispuestos a asumir. 

Lo que a estas alturas sorprende es el empecinamiento de la Administración en mantener y no enmendar su criterio, ni siquiera ante los sucesivos autos judiciales que ordenan el cambio de tratamiento en el dictamen educativo. 

Es más, nos comunica Eva María que acaba de recibir un escrito del colegio sobre el paso de Paula al 1º de la ESO, donde vuelven a insistir en lo de retraso intelectual, por lo que se ha quejado ante el departamento correspondiente de la Delegación de Educación advirtiendo que si se repite interpondrá una querella por maltrato psicológico a su hija, ya que, por su edad, se da cuenta de todo y le está pesando tanta reiteración de que es una retrasada mental, encima cuando no es verdad. 

Nos informa también que el Juzgado nº 1 de lo Contencioso Administrativo ha cursado a las partes (familia y Consejería de E.) una nueva prórroga del auto de medidas cautelares para que la niña reciba el tratamiento adecuado a su TEL para el curso  2013-2014.  

Opinión del colegio y de la Administración 

Como nos faltaba la versión de los responsables del colegio “San Vicente de Paul” y de la Delegación Provincial de Educación de la Junta de Andalucía, hemos acudido a lo que cada entidad  manifestó por su cuenta al Diario Ideal, el 18 de abril 2013, en un reportaje de la periodista Mónica Lopera.

Comenzando por la Administración, veamos la primera falsedad: “la Delegación no tiene constancia de ningún proceso judicial, solo de las medidas cautelares que estimó el juez”. ¡Cómo que no! si las medidas cautelares las adoptó el Juzgado nº 1 de lo Contencioso Administrativo dentro de un procedimiento en marcha por demanda interpuesta dos años antes por los padres de Paula contra la Consejería de Educación (el 492/11). 

La siguiente afirmación es otra salida por la tangente al decir que “al tratarse de un centro concertado no tiene la Delegación competencias para imponer servicios”, dando  con esa respuesta por sentado el abandono institucional de Paula en un centro escolar que al ser costeado con fondos públicos y de enseñanza gratuita, debe gozar de todos sus derechos dentro del sistema, entre otros el de un dictamen educativo y el de recibir el tratamiento preciso a sus necesidades, tanto en centro público como en centro concertado.      

La tercera falacia que la Delegación transmite es que se ofreció a la madre “la posibilidad de escolarizar a la niña en alguno de los tres centros que tienen monitores de lengua de signos”, lo que la madre niega con rotundidad, siendo, por demás, un auténtico disparate porque lo que la niña precisa es un tratamiento psicopedagógico y logopédico acorde con su problema de Trastorno Específico de Lenguaje ¡y no monitores de lengua de signos!

Con estas declaraciones y atendiendo al global de los hechos que concurren, aparte de ineficacias y de mala praxis, observamos que ciertos responsables de la Consejería de Educación en Jaén no dejan de dar vueltas “por los cerros de Úbeda”. 

Y en cuanto al colegio “San Vicente Paul”, recoge la periodista que su directora, Juana López, “asegura que la niña está totalmente atendida, según el dictamen de los equipos de orientación educativa de la Delegación de Educación”, no faltándole razón, pues efectivamente está siendo atendida de acuerdo al dictamen del EOE, solo que al tratarse de un dictamen equivocado se empecinan en trabajar con una retrasada intelectual ¡que no lo es! y en contra de sus necesidades, existiendo órdenes cautelares del Juzgado nº 1 de lo Contencioso Administrativo y sentencia firme del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía que así lo acreditan.   

La actualidad de Paula y su familia
Menos mal que dentro de esta lamentable historia y gracias al interés de sus padres y a quienes les están apoyando (con mención especial a Mariano Machuca), la niña recibe tratamiento educativo por su TEL en ADACEA y en la academia “Integrar” que atiende a niños y niñas con serias dificultades en el aprendizaje, de modo personalizado,  con mucho cariño y amor para que se crezcan y estimulen, logrando por esa vía avances importantes. 

Con Lucía, su directora, podríamos estar hablando muchas horas y de hecho hemos  conversado largo rato por teléfono. Es alguien que desborda entusiasmo y pasión en su trabajo (junto a su marido y un hijo de ambos, maestros los tres), a muy bajo coste económico para las familias, con alumnos con déficit de nivel en sus colegios y que llegan arrastrando el ánimo por los suelos. “Integrar” les hace levantarse y sentirse válidos y capaces. Realmente el espíritu que reina en la academia consigue que estos niños y niñas, cada uno con sus dificultades, rompan sus barreras y vuelen con sus alas. Nos dice Lucía que la felicidad que sienten al hacer este trabajo les viene dada de esos seres tan maravillosos al comprobar como se abren y sonríen a las ganas de querer aprender. Y en eso está PAULA, según dicen, irreconocible, avanzando feliz y comprendida como nunca previeron ni esperaron sus padres.  

Para finalizar, son tantas las quejas de Eva María contra el centro educativo y la Inspección, que le preguntamos porqué aguanta allí y no la cambia de colegio. Resulta que la niña tiene en él a sus amigas y en ese aspecto se siente feliz, dándose además la circunstancia de que en cualquier otro centro que ingresara llevaría consigo igual dictamen del EOE (un sambenito que no la sacaría del problema) y, al menos, el apoyo de “Integrar” le está sirviendo de mucho. 

Por su parte, PRODENI, pide a las autoridades educativas de Jaén y de Sevilla que se bajen de “los cerros”, que entren en razón y corrijan su error. Lo hacemos en apoyo de Paula y pensando, en los que, como ella, sufren indefensos la impericia de un sistema que roza o sobrepasa cierto grado de maldad y de delito pues estamos convencidos que esto no es un hecho aislado.
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